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SEÑORA PRESIDENTA.- La Comisión da la bienvenida a la delegación de la 
Asociación de Organizaciones no Gubernamentales, Anong, integrada por su presidente, 
Pedro del Prato, por su vicepresidente Mario Sarubo y por el señor Emilio Caputi. 


Nosotros comenzamos a tratar lo relativo a las asociaciones y todo el trabajo social 
impresionante que se hace en Uruguay y lo que ustedes representan a través de un tema 
que tiene alguna conexión. La sociedad recibió, a través de distintos programas y de 
nuestros colegas en Maldonado, presuntas denuncias de violación de derechos humanos 
de una asociación que tiene muchos hogares en el Uruguay: los famosos hogares 
Beraca. Hemos recibido a las autoridades. 


Como ustedes sabrán las denuncias tienen varios elementos. Algunas cuestiones 
tienen que ver con Misión Vida, que es un poco el paraguas, pero nosotros nos 
concentramos más en los hogares Beraca y en las denuncias insistentes de muchos que, 
a cara descubierta, desarrollaron lo que había sido su itinerario de vida, sobre todo un 
trabajo extenuante, tanto en espacios callejeros como fabriles o productivos, con respecto 
a los cuales no se les devolvía ninguna contrapartida. En definitiva, ese era el precio que 
se pagaba por tener esa contrapartida social que le ofrecía el hogar: un espacio social, 
cumplir con sus necesidades básicas, alimentación, abrigo y un lugar que podrían 
considerar como su hogar. Las denuncias son de distinto tipo. 


A medida que vamos recibiendo delegaciones nos surgen interrogantes 
interesantes que tenemos que analizar como sociedad. Por ejemplo: ¿cómo funcionan 
estas asociaciones? ¿Cuál es el valor sustantivo que tienen las personerías jurídicas que 
se le dan a las asociaciones? ¿Cuánto incide el Estado en captar y saber cómo está 
operando ese mundo asociativo? ¿Ayuda a promoverlo y a mirar que no se distorsione el 
gran objetivo social que debe tener? 


También lo preocupante, porque lo hemos visto, es que esos hogares no tienen 
convenios, pero desde algunos espacios del Estado tienen derivaciones. Quiere decir que 
hay organismos estatales, que al no tener otra puerta de derivación para estas personas 
muy necesitadas en situaciones de altísima vulnerabilidad, terminan recurriendo a estos 
espacios y, en definitiva, lo que nosotros queremos es mejorar todas las redes que haya 
en la sociedad y que los derechos humanos se prioricen. Nos parecía muy importante 
conversar con ustedes, sobre todo, en cuanto a si hay cambios o transformaciones a 
realizar, cuál debe ser esa relación del Estado y de los distintos organismos, llámense 
INAU o todo el sistema judicial. Ese es nuestro sentido de la invitación. Queremos salir 
del tema de las denuncias, es decir del aspecto más negativo, para proyectarnos en 
cuáles podrían ser las salidas. En ese sentido, también estamos dispuestos a invitar al 
Ministerio de Educación y Cultura para conversar sobre si hay necesidad de hacer un 
marco como el que se estuvo trabajando hace muchos años. Sería interesante poder 
recuperarlo. 


SEÑOR DEL PRATO (Pedro).- Hace tiempo que estamos trabajando en estos 
temas y nos gustaría mencionar varias cosas. 


En principio, queremos decir que la Asociación de Organización No 
Gubernamentales es de segundo grado y agrupa alrededor de unas cien organizaciones 
sociales, básicamente las basadas en el desarrollo. Esa es una primera distinción que 
queremos hacer. El campo de la sociedad civil es bien amplio. Nosotros contamos con 
una única modalidad, que es la asociación civil sin fines de lucro, que engloba a una serie 
de organizaciones de muy diversos tipos: clubes de fútbol, sindicatos, asociaciones 
barriales, club de bochas y organizaciones como la nuestra. Eso implica una diversidad 
bastante amplia, que después se emparenta con algunos otros tipos de organizaciones, 
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como pueden ser las fundaciones, que también es otra modalidad jurídica, pero algunas 
tienen los mismos objetivos que nosotros en muchos campos. Ese es el primer tema que 
queremos poner sobre la mesa: cómo dar cuenta de la diversidad y cómo aclarar la 
cancha poder mejorar o clasificar las distintas modalidades que tenemos dentro de la 
asociación civil. 


Hace varios años venimos trabajando sobre el marco jurídico de las 
Organizaciones No Gubernamentales, en particular, pero también con la asociación civil 
en general. En estos últimos tres o cuatro años estuvimos haciendo un trabajo financiado 
por la Unión Europea y, además, revisando el marco jurídico. La persona que hizo el 
estudio, el abogado Javier Palummo, nos dijo que una de las primeras consideraciones 
es que la norma que se ha construido, vinculada a las asociaciones civiles ha sido 
progresiva, es decir que se ha ido haciendo en distintos momentos. Se empezó a 
principios del siglo pasado, y las últimas normas tienen que ver con la época de la 
dictadura. Ahí también estuvo lo relativo al período de libertad de expresión y de 
asociación, que se vulneró en algunos campos. Desde los años setenta hasta ahora, no 
ha habido otra revisión. 


También es cierto que las asociaciones civiles han ido cambiando su modalidad de 
trabajo. Antes había más movimientos sociales o tenía más preeminencia lo deportivo, las 
iglesias y los sindicatos, y las Organizaciones No Gubernamentales estaban más 
asociadas a la cooperación internacional, sobre todo después de la salida de la dictadura 
donde el marco de regulación era poco claro. Había poco escrito en relación a 
asociaciones civiles que prestaran servicios. 


En los últimos quince años las Organizaciones No Gubernamentales cada vez han 
ocupado más espacios en lo que tiene que ver con la prestación de servicios públicos. 
Hoy por hoy, existe casi nada de cooperación internacional y sí hay una fuerte demanda 
desde el gobierno, para realizar prestaciones de servicio, de muy distinto tipo. 


En ese campo, las organizaciones hemos sido eficientes y cumplimos un rol social, 
que creo que está bien valorado, pero es cierto que implica readecuar una cantidad de 
instrumentos, reglamentaciones y leyes. En ese sentido, creemos que es necesario 
pensar en una nueva ley que dé un marco regulatorio a las organizaciones de la sociedad 
civil. 

Tenemos la total disposición para coparticipar al respecto. Por lo tanto, en la 
medida en que haya espacio estamos totalmente disponibles, tanto con los materiales 
que tenemos como con nuestra participación directa. 


En lo que tiene que ver con la prestación de servicios, que es una cosa a revisar y 
a reglamentar, se incluyen también los modelos de transparencia y de rendición de 
cuentas, que nos parece que tienen que ser parte de esa reglamentación. También debe 
promover a la sociedad civil, porque en alguna medida, por estas formas que se han dado 
últimamente, las asociaciones civiles, la sostenibilidad y el fortalecimiento han quedado 
más relegados a la prestación de un servicio específico y no tanto a la posibilidad de la 
generación de organización como organización en sí. 


Hay otros temas más colaterales que también tienen que ver con la diversidad de 
actividades, que se hacen dentro de la promoción, donde lo laboral también es un campo 
de acción. Hay organizaciones, por ejemplo, que tienen convenios con Inefop, con 
intendencias, y con el Mides, en cuanto a los programas socio- laborales y Uruguay 
Trabaja. En ese caso, se hizo una ley específica, precisamente, para contemplar esa 
situación, porque antes las personas que participaban de los programas beneficiarios 
estaban en las planillas de nuestras instituciones cuando, en realidad, no era una relación 
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laboral lo que se pretendía, sino una relación más educativa. Específicamente para 
Uruguay Trabaja, se pudo hacer una legislación, pero sigue habiendo otra cantidad de 
situaciones en las que las personas participan en una doble relación educativa y laboral. 
Creemos que en ese espacio también hay que generar marcos. 


En el ámbito del diálogo social presentamos una propuesta relativa a las empresas 
de inserción social, como se llaman en el País Vasco, que precisamente intentan 
combinar la educación y el trabajo en una suerte de integración social. Nos parece 
interesante evaluar en qué medida ese modelo puede ser aplicable a nuestro contexto. 


Si bien nosotros participamos bastante en 2005 cuando se estuvo conversando 
sobre la ley de voluntariado, la creación del Mides hizo que la ley quedase muy 
enmarcada en lo público y que no diera cabida a lo voluntario en lo privado. Nosotros 
seguimos tratando de incidir para que esa ley se corrija o para que se genere otro marco 
distinto que sí dé la posibilidad de incluir el voluntariado dentro de las organizaciones 
sociales y dentro de la sociedad, porque consideramos que es una opción que las 
personas deben tener, a fin de mejorar la cohesión social en general. Nos parece que ese 
es otro de los campos que habría que revisar. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Es muy cierto lo que están diciendo. 


La ley del voluntariado venía muy marcada con el Plan de Emergencia y la 
necesidad de salir. El clima existente de querer ser parte de ese proyecto de 
organizaciones sociales y vecinos individuales fue formidable. Pero empezamos a discutir 
una ley que se aprobó en la Cámara de Diputados, que luego la modificó el Senado y 
cuando volvió, al final del período, hubo dificultades, porque no se apreciaron bien los 
cambios que se habían hecho. De manera que la primera cosa que podemos hacer es 
desarchivar ese proyecto y volver a trabajarlo con toda la sociedad civil, a fin de aprobar 
esa ley de voluntariado, que me parece que es un paso importante. 


SEÑOR DEL PRATO (Pedro).- Desde el Mides se está generando un espacio para 
discutir esa ley. Por lo que sé, también el Partido Independiente quiere participar en esa 
formulación. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Nosotros podemos tomar esa decisión y trasladarla a 
nuestros colegas para desarchivar ese proyecto y traerlo a la Comisión de Derechos 
Humanos. Eso estaría muy bien. 


SEÑOR CAPUTI (Emilio).- La mesa de voluntariado sigue existiendo. Se nos da 
una situación de cercanía con Anong, pero se trata de una mesa más amplia porque está 
integrada por organizaciones privadas y públicas. En los últimos tiempos se ha retomado 
un poco el vigor porque el Mides con su plan nacional de voluntariado y con la gente del 
equipo se ha integrado. Ahí participamos una diversidad de organizaciones que, en total 
acuerdo con Anong y otros actores, reclamamos que se retome ese camino, porque la 
situación se vuelve cada vez más compleja. Entendemos que hay una historia de trabajo 
voluntario en muchos espacios que hay que defender y separar, y nos preocupa que se 
entrevere con otras cosas, que son saludables, como los programas socio- laborales, 
pero tienen que ser del Estado. El campo voluntariado debe ser protegido para que no 
ocurra, como lamentablemente sucedió, que un trabajo un día fue voluntario y mañana, a 
través de un reclamo de un ministerio, termine siendo económico. 


Queremos que queden protegidas las asociaciones con larga historia como la 
Asociación Cristiana de Jóvenes -que es la mía-, el movimiento scout, las vinculadas a la 
vieja iglesia católica o metodista, o ser integrante de una comisión directiva, que es un rol 
voluntario de todo tipo de instituciones deportivas y sociales, a fin de que quien tenga que 
cubrir esos lugares, mañana no los pase a una situación de reclamo económico laboral. 
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Eso es lo que ha quedado inconcluso y genera que en el trabajo voluntario haya 
inseguridades. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Esa es una resolución que podemos adoptar. 


Con respecto a las cuestiones de las asociaciones me gustaría analizar algunas 
preocupaciones que tengo, sobre todo, porque otorgar la personería jurídica es un trámite 
administrativo sin ningún tipo de evaluación y estudio. Por lo que he podido conversar con 
algunas autoridades del Ministerio de Educación y Cultura se trata de un simple trámite 
administrativo que se llena con papeles, lo que ha hecho proliferar asociaciones con 
personería jurídica con distintos motivos. 


Me parece interesante analizar si el hecho de que las asociaciones tengan 
personería jurídica ya las habilita para hacer convenios con el Estado. ¿No tendría que 
haber un escalonamiento de asociaciones? Está perfecto que funcionen, porque 
democratizan la sociedad, porque participan, tienen un club social, hacen bailes y se 
divierten, pero hacer convenios con el Estado, generar contraprestaciones y una relación 
de mayor responsabilidad, debe tener algunas otras condicionantes. 


El señor Pedro del Prato me mandó mucho material -incluso lo de Palummo-, y me 
pareció interesante destacar lo que se señala en el documento, en cuanto a las 
transparencias en los acuerdos y convenios. Por ejemplo, acá en el Parlamento, cuando 
discutimos el presupuesto tenemos una lista enorme de asociaciones que postulan para 
obtener alguna ayuda y, en general, nos vamos guiando por las historias, por las 
cercanías de de las experiencias, pero hay límites que no son lo suficientemente claros. 
Inclusive, se hablaba de generar mayor transparencia y del establecimiento de fondos 
concursables, gestionado en forma imparcial y con las debidas garantías, lo que debería 
ser un aspecto prioritario en la agenda de futuro. En ese anteproyecto que se estuvo 
trabajando, figuraba la creación de una comisión, que también tuviera un poco más de 
responsabilidades en cuanto a intervenir cuando el Estado no cumple, así como también 
cuando la asociación se desvirtúa y no lleva a cabo sus verdaderos objetivos. Creo que 
hay que mirar los límites de un lado y del otro. Eso no quiere decir que estemos 
restringiendo la libertad de asociación ni ninguna otra, pero creo que cuando se dejan 
determinados márgenes se escapan muchas cosas, y en sociedades complejas es 
necesario el cumplimiento más cabal de todo esto. 


SEÑOR SARUBO (Mario).- Sin duda, el elemento planteado por la señora 
presidenta, a la Asociación Nacional de ONG le interesa de primera mano. Sabemos que 
hay que empezar a separar la paja del trigo en cuanto a la cuestión de que todas las 
organizaciones funcionan, más o menos, tienen los mismos cometidos, funcionan de 
forma similar y con arreglo a determinadas cuestiones de leyes. 


Cuando hablamos de la Anong, de transparencia en la gestión, que es 
presupuestal, de habilitantes para las organizaciones -un espacio bien interesante donde 
se construye ciudadanía y gobernanza-, hablamos también de la necesidad de identificar 
más las prácticas; de reducir e identificar más las buenas prácticas y apuntalar ese tipo 
de estrategias. 


Ahora bien, no se trata solamente de un tema legal sino de los mandatos del 
Estado, porque, si bien la ley, a través del Ministerio de Educación y Cultura, habilita 
personería jurídica por defecto, en el sentido de que si no contraviene la normativa te dan 
la personería, luego cada organismo, INAU, Mides, el INJU o la intendencia hace uso de 
sus estrategias, y las organizaciones tienen criterios bien disímiles. Es ahí donde también 
habría que tener algún tipo de margen para decir qué tipo de organizaciones pueden 
llevar adelante, por ejemplo, un proyecto sociolaboral con el Mides. Cualquiera que tenga 
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personería jurídica tiene que ser evaluada. Esa evaluación es concurrente y pública. Es 
decir que hay una construcción que ya no es legal sino de estrategias, lo que me parece 
bien interesante, porque después los llamados aparecen en la página del Mides y se 
presenta la institución tal de tal departamento o localidad, que no conocemos. 
Seguramente, tampoco el Mides sepa demasiado. No tiene que ser excluida de las 
políticas sociales, pero tiene que haber un reglamento que organice. Lo que mencionaba 
Pedro acerca de que todos estamos medio en la bolsa tiene un poco que ver con que se 
han ido haciendo muchas cosas, y cuando andás por ahí y ves el país desde afuera, te 
das cuenta de que, tanto el Estado como la sociedad civil son un activo muy importante, y 
estamos de acuerdo con que hay que regular. No me refiero a una regulación que 
ahogue, pero sí que permita dar un marco de funcionamiento. Habrá que ver cómo se 
puede instrumentar. 


SEÑOR VIERA (Nicolás).- Quiero hacer una reflexión. 


Las ONG ya forman parte de la vida cotidiana de todos los uruguayos. No conozco 
los datos exactos, pero la realidad es que desde hace unos años han sido un instrumento 
donde la sociedad interactúa y donde se da un entrelazado bastante complejo. 


Recuerdo cuando por primera vez se escuchó la palabra ONG en el departamento 
de Colonia -lugar a donde pertenezco- y llamaba la atención porque no se sabía qué 
eran. Además, acarreaban con el cuco histórico de que eran para lavar plata y vaya a 
saber que hay atrás de ellas. Hasta que nos enteramos de que eran vecinos de carne y 
hueso que veíamos todos los días y que, en realidad, utilizaban el instrumento ONG para 
un cumplimiento social de beneficio a todos, en este caso a cuestiones relacionadas al 
medio ambiente. 


Estoy plenamente de acuerdo con que hay que generar un nuevo marco jurídico 
que debe ser consensuado. Quizás no logremos lo óptimo, pero vamos a lograr lo 
posible. Necesitamos la interacción más posible de la sociedad. Esto también tiene que 
ver -como decía Sarubo- con el rol que juega el Estado en la interacción con esa ONG. 
Hoy el Estado -no digo gobierno para no discriminar entre el gobierno nacional y los 
gobiernos departamentales- ha encontrado en la ONG la caja de resonancia o el vehículo 
para que funcionarios o personas realicen trabajos que las intendencias o alguna 
repartición del Estado no realiza con contratos directos. Eso también hay que regularlo. 
Es parte de lo que tenemos que encarar. También es parte de poner alguna especie de 
filtro, una adecuada normativa que nos permita contar con determinados contralores 
sociales y, por qué no, políticos, en el entendido de las instituciones democráticas del 
país, lo que no necesariamente quiere decir que ahorque, porque no siempre ahorcar 
significa controlar más. Creo que si nos ponemos de acuerdo en cuatro o cinco líneas de 
trabajo, es mucho más fácil meter mano en el detalle. En ese sentido, creo que hay 
voluntad de todas las partes. 


No me queda claro si la iniciativa de la diputada Sanseverino de iniciar este diálogo 
tendría que seguir por la Comisión de Derechos Humanos o por otra del parlamento, pero 
está bueno dar el puntapié inicial. 


SEÑOR CAPUTI (Emilio).- Quiero agregar algunos comentarios sobre elementos 
concretos que es importante bajar a tierra. 


Hay cosas que han pasado en los últimos años que han quedado picando. A raíz 
de alguna situación puntual se habló de que había que controlar a todas las asociaciones 
civiles. Se hablaba de diecisiete mil. Más allá de los casos puntuales que a veces están 
en la mira por algún tema de corrupción, o lo que sea, hay tres o cuatro en situaciones 
muy diferentes. Los clubes deportivos y sociales son una determinada situación. Habría 
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que empezar a imaginarse que hay que separarlo del campo que nosotros representamos 
o los campos intermedios que están más basados en el voluntariado, porque hay 
situaciones que se han ido dando en muchos lugares a nivel barrial o a nivel del interior, 
que se han creado en los últimos años, que es el grupo de vecinos o amigos que tiene 
una iniciativa y que le empiezan a dar forma. Se habla de los nuevos movimientos 
sociales, de lo colectivo, pero cuando empiezan a tener una presencia, tienen que 
atender algunas situaciones que le den tranquilidad de que no funcionen por fuera de la 
ley, de que mañana no se conviertan en un problema. Hay que asumir esas 
responsabilidades sabiendo que, en el tratamiento de la ley de voluntariado estaba el 
tema de si alguien se lastimaba, de qué pasaba con un seguro o qué puede pasar cuando 
no hay un acuerdo con un pago. Existe una experiencia internacional; por ejemplo, una 
persona puede llevarse hasta un contrato. Hay que ver qué establece el acuerdo de 
participación de cada persona en la institución y cuáles son las responsabilidades de 
quien integra una comisión directiva y firma un convenio. Las responsabilidades en cada 
caso son distintas. 


Otro elemento que nos toca mucho a nosotros, porque termina generando una 
imagen con respecto al manejo del dinero, de los fondos, es que las ONG brindan un 
servicio a través de un trabajo profesional, sobre todo en el campo social y educativo. A 
veces nos preguntan qué pasa con los fondos. Los fondos tienen un destino establecido 
en el propio acuerdo con el Estado o con algún fondo internacional. Los fondos tienen 
como destino brindar un servicio, como tener en funcionamiento un CAIF, un centro 
abierto diariamente o un programa socio- laboral. 


Estas organizaciones tienen gente que se ha preparado, que tiene un título 
profesional en el campo social, en el campo educativo. El dinero se administra para 
pagar, por ejemplo, los salarios de la gente que vive de eso; es lo justo y es lo que 
establece la ley. 


Además, tener un local en funcionamiento implica una serie de costos que, por 
mínimos que sean -saquemos los casos del convenio-, se suman a otros. Tener una sede 
para una organización, aun con mucho aporte voluntario, implica pagar determinados 
impuestos, aunque sea la luz. 


Todos estos elementos tienen que estar en el análisis, para separar las situaciones 
y para que las cosas sean transparentes. Debemos saber de antemano, sobre todos los 
actores que tenemos responsabilidad, qué es lo que está pasando y diferenciar las 
situaciones. Todo puede ser transparentado, desde quién administra los fondos -a veces 
las cifras son impactantes-, hasta a qué se dedica la ONG y cuánta gente vive de eso. Es 
importante saber cuánta gente trabaja en las ONG y cuánta gente quiere hacer un trabajo 
determinado de servicio a su comunidad sin recibir un salario a cambio. 


Todos estos elementos deben estar en el análisis, porque hoy están quedando 
enredados, desdibujados y a veces hasta con un sentido negativo, cuando no tendrían 
por qué tenerlo. 


SEÑOR SARUBO (Mario).- Las instituciones tienen multiplicidad de objetivos y de 
prácticas, pero no se sabe cuáles son. Podemos categorizar algunas. Las que tienen 
convenio con el INAU tienen un nivel de regulación; las que tienen convenio con el Mides 
tienen un nivel de regulación, pero otras no tienen ningún nivel de regulación. El 
panorama es muy diverso. 


Sin embargo, desde el punto de vista empresarial, ante el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social y ante la DGl, son una empresa como cualquier otra. Esto es parte del 
análisis que en algún momento hay que poner sobre la mesa. 
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Hay instituciones a las que, si el Estado no les paga el convenio por un atraso 
administrativo, no tienen para pagar el BPS; entonces, generan una deuda o salen a pedir 
plata. Así es como se van desnaturalizando las situaciones. 


En línea con lo que se viene hablando, debería colocarse la dimensión de lo 
económico vinculada a la cuestión empresarial. Es cierto que las instituciones, por lo 
menos la Anong claramente lo explicita, están en un marco de derechos. No queremos 
incumplir ningún derecho; tampoco los laborales. Ahí hay una situación a manejar. 


Algunas instituciones han colocado en planilla a sus funcionarios y empleados que 
participan del Mides, etcétera. No es el modelo que la Anong plantea. Estamos 
claramente en desacuerdo con ese modelo que de alguna manera distorsiona la mirada 
que queremos tener sobre la cuestión asociativa de las ONG; no son planillas para tener 
gente. Sin embargo, entendemos que esto tiene que ver con un mecanismo de 
funcionamiento de las ONG. Vamos hacia un modelo de salir de eso, de no aparecer 
como prestadores de planillas, sino como prestadores de un servicio con capacidad 
técnica. Es decir, se contrata a una institución para hacer un proyecto de CAIF, porque 
hay una capacidad técnica y administrativa que da ciertas garantías, en este caso al 
INAU, del buen cumplimiento de los objetivos de la política social. 


Quiero hacer una pequeña reflexión acerca del movimiento asociativo. En otros 
países tenemos al Estado y al sector privado, que le vende servicios. En Uruguay, en el 
medio de dos actores, está el privado social sin fines de lucro, que supone la gestión 
desde una perspectiva que no es la mercantilización de la política social. La regla de 
juego no es tener un convenio y buscar la maximización de los beneficios, sino tener 
sueldos, BPS, gastos y un porcentaje de administración; eso es lo que tengo. 


Muchas veces sucede que en los convenios se fragilizan las instituciones con 
presupuestos administrativos muy acotados, por lo que no se pueden tener los recursos 
humanos administrativos que se necesitan. Luego el Estado aumenta los contralores 
administrativos, lo que está muy bien, y ahí se da un desfase en las capacidades. Es una 
dimensión no tanto de la ley, sino de la manera como se gestionan a nivel del Estado los 
convenios, que tiene que ver con no debilitar a este grupo de organizaciones que llevan 
adelante una política. En este momento no estamos proponiendo que se fortalezcan, pero 
pretendemos que no se debiliten. 


Para nosotros la política que llevan adelante es una política de Estado, cuyo rector 
último es el Estado. La rectoría de las políticas la tiene el Estado. Esa es una cuestión 
que no es menor. Muchas veces queremos participar en espacios para discutir, compartir, 
aportar, pero tenemos claro que es el Estado el que tomará las decisiones, porque es el 
que representa al conjunto de la sociedad. 


SEÑORA RODRÍGUEZ (Gloria).- Estoy totalmente de acuerdo con la señora 
presidenta en cuanto a que tenemos que reflotar esta ley del voluntariado. 


Acá estamos mezclando voluntariado y organizaciones civiles. ¿Quienes no 
perciben un salario? Los integrantes de la Comisión Directiva; los restantes son todos 
pagos. Hoy las organizaciones civiles están funcionando así y considero -también en esto 
coincido con la señora presidenta- que debemos tener un poco más de cuidado con 
cuáles son los fines. Últimamente las organizaciones civiles se están convirtiendo en 
empresas. Ahí es donde algunas comienzan a generar una cantidad de irregularidades; 
otras trabajan de forma totalmente transparente, bajo el paraguas de la organización civil. 


Yo apuesto al voluntariado, que no se debe confundir con otras cosas. Estoy 
totalmente de acuerdo con que debemos tener esa ley, pero no podemos mezclar este 
voluntariado con determinadas organizaciones civiles, porque después volvemos a lo 
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mismo y no se entiende nada. Tenemos que saber si es o no voluntariado. Una 
organización civil dice que trabaja con voluntariado pero tiene gente rentada. Tenemos la 
necesidad de esa ley. 


Por otra parte, tenemos aproximadamente diecisiete mil organizaciones civiles 
registradas. Muchas están funcionando como tales, pero con la personería jurídica 
eternamente en trámite. Sabemos que eso también ocurre. Trabajé muchísimos años en 
el Ministerio de Educación y Cultura, y sé cómo funciona. 


También debemos pensar que estas organizaciones civiles están cumpliendo un rol 
que lamentablemente no cumple el Estado. Gran parte de las organizaciones civiles 
cumplen roles que no cumple el Estado. Esto hay que analizarlo con mucha tranquilidad. 
Deberíamos pensar por qué tenemos tantas organizaciones civiles, en un país tan 
pequeño y con tan pocos habitantes. 


Me parece que la organización en la que trabajan es muy importante y sumamente 
necesaria. La desconocía y he trabajado muchísimo en organizaciones civiles. Me parece 
muy bueno. Espero que esta no sea la última vez que la señora presidenta los invita, 
porque en determinados casos que se nos presentan su mirada y su opinión puede ser 
sumamente importante. 


Les agradezco la presencia en la Comisión. 


SEÑOR CAPUTI (Emilio).- Hoy hacía referencia a la Mesa Nacional de Diálogo 
sobre Voluntariado y Compromiso Social, a la cual la Anong también está vinculada. Hay 
algunas organizaciones que mantenemos actividades voluntarias y actividades rentadas 
al mismo tiempo. En otras la gran base sigue siendo el trabajo voluntario. 


En el caso de la Asociación Cristiana de Jóvenes tenemos de las dos cosas, en el 
viejo esquema de formación de líderes jóvenes, que trabajan con niños, que van a los 
campamentos y que hacen actividades de compromiso social. En la Mesa está Teletón, 
Un Techo para mi País y, vinculada a la Iglesia Católica, Caritas, etcétera. Hay una 
diversidad de instituciones, algunas muy nuevas. Siguen llegando jóvenes que quieren 
hacer trabajo voluntario. Hay franjas: jóvenes, adultos y adultos mayores. En adultos 
mayores hay todo un campo por trabajar. Algunas de estas asociaciones son socias de 
Anong y otras no, pero hay un vínculo entre la Mesa, que tiene una gran trayectoria -en 
algún momento estuvo medio desarmada y ahora se está rearmando, con gente del 
Mides y del INJU-, y Anong. 


SEÑOR DEL PRATO (Pedro).- Nos pareció que el Conenfor, creado por la anterior 
ley de educación, podía llegar a tener un rol importante en la rectoría del espacio de las 
asociaciones civiles. Ahora ha quedado en segundo o tercer plano. 


En esto de la institucionalidad a nosotros nos parecía importante pensar que, así 
como se pudo crear el Inacoop para todo el mundo de las cooperativas, se podían crear 
modelos institucionales, en los que haya una referencia desde el Estado o el Gobierno, 
para el campo de las asociaciones civiles. En su momento era el MEC, que ahora se 
desdibujó y es más una oficina de trámite. Nos parece que ahí podría haber un espacio 
desde la institucionalidad que estaría muy bueno. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Queda claro que vamos a recuperar ese proyecto anterior 
que se trabajó en la Comisión Especial de Población y Desarrollo. Podemos hacer un 
trabajo en conjunto las dos Comisiones, y los estaríamos convocando. Me interesa 
mucho participar en la ley de la asociación civil. Invitaremos a las autoridades del 
Ministerio de Educación y Cultura para la próxima sesión. A lo mejor se puede incorporar 
Nicolás Viera. 


O 


Con el proyecto que ya tenemos y con las nuevas ideas quizás podamos trabajar 
con el objetivo de aprobar uno nuevo el año próximo. 


Les agradecemos la presencia. 
Se levanta la reunión. 


